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Por lo que respecta a las quejas relacionadas con la contaminación acústica 
mencionamos aquella motivada por el hecho de que como consecuencia de 
una obra de remodelación que se había realizado en el Hospital Reina Sofía de 
Córdoba el promotor de la reclamación representante de la plataforma “No me 
quites mi hospital” manifestaba, entre otros extremos, que se han instalado en 
la zona superior de los edificios nuevos creados unos aparatos de climatización 
que generan un ruido importante en las habitaciones de los niños de la tercera 
planta del hospital infantil que dan a esa parte del hospital. El nivel de emisión 
de ruidos supera con creces (más de 12 dB) el permitido por la legislación y 
atenta contra la salud y recuperación de estos pequeños pacientes. Ha sido 
certificado el nivel por la policía ambiental del mismo Ayuntamiento de Córdoba. 
El problema era que ni Ayuntamiento ni Gerencia del Hospital habían hecho 
caso de la denuncia ni se habían tomado medidas para evitar el exceso de ruido. 

Tras interesar y recibir el oportuno informe resultó que según nos comunicaba la 
Gerencia del Hospital que, para gestionar las soluciones a los ruidos detectados, 
se habían puesto en contacto con cuatro empresas especializadas en cuestiones 
acústicas y se había elegido una de ellas ya que se consideraba que la solución 
que aportaban era la más adecuada, y añadía que se había solicitado a esta 
firma que, en los primeros días de febrero, concretaran algunas cuestiones no 
suficientemente detalladas en la documentación aportada. Si la información 
complementaria que aportaran confirmaba la bondad de su solución, los plazos 
previstos eran que fabricarían los materiales a lo largo del mes de febrero 
hasta mediados del mes de marzo, los colocarían desde mediados de marzo 
hasta mediados de abril y posteriormente técnicos homologados realizarán las 
mediciones que demuestren que los ruidos están dentro de los parámetros 
permitidos por la legislación vigente.

A la vista de este informe, consideramos que el asunto se encontraba en vías 
de solución, sin perjuicio de que hubiera de esperarse un tiempo prudencial y, 
como poco, a los plazos indicados en este último informe, antes indicados, para 
poder materializar la solución a los ruidos detectados (queja 14/636).

3.1.2.5. Menores en situación de vulnerabilidad

La actual configuración de la red de servicios sociales en Andalucía otorga a los 
servicios sociales comunitarios, dependientes de Ayuntamientos y Diputaciones 
Provinciales, un papel primordial en el abordaje de la problemática social que 
afecta a las familias: se configuran como el primer eslabón en la cadena de 
intervención social; ofrecen información, asesoramiento, valoran la situación 
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de los núcleos familiares y las personas que lo integran; y en última instancia 
sirven de puerta de acceso a distintas prestaciones y servicios habilitados para 
compensar situaciones deficitarias.

En 2015 nos hemos interesado por la continuidad en la prestación de los servicios 
que se venían prestando por los equipos de tratamiento familiar, y atendiendo 
al problema planteado en Sevilla capital. Dicho programa está configurado 
como un servicio especializado que en interpretación de lo establecido en el 
artículo 18 de la Ley de los Derechos y la Atención al Menor es asumido por 
las Corporaciones Locales, al centrarse en la atención a menores en situación 

de riesgo en su propio medio 
familiar y social, procurando que 
no fueran necesarias medidas de 
mayor intensidad que requerirían la 
separación del menor de su familia.

A pesar de las innegables bondades 
que se derivan del funcionamiento 
de dicho programa, la propia diná-
mica de gestión establecida en su 
normativa reguladora hace que los 
convenios entre Junta de Andalu-
cía y Corporaciones Locales tengan 
una vigencia anual, obligando a la 

suscripción de nuevos convenios año a año. Y es aquí donde surgen los in-
convenientes burocráticos que en determinadas ocasiones, afectando a unas 
provincias u otras, se producen en cada uno de los periodos en que se ha de 
acometer la renovación.

Hemos de recalcar que tanto en una Administración (Junta de Andalucía) como 
en otra (Administración Local) son indispensables unos trámites de legalidad 
material y de legalidad económico presupuestaria y contable. Dichos trámites 
en ocasiones se pueden complicar por diversas incidencias explicables por la 
propia complejidad de los expedientes, siendo dificultoso imputar el tanto de 
responsabilidad a una u otra Administración. Aún así, lo cierto es que no dejan 
de sucederse casos en que por períodos de tiempo cortos, pero significativos, 
algunos equipos de tratamiento familiar dejan de prestar su labor en espera 
de los trámites burocráticos de renovación de los compromisos contractuales 
entre Administraciones.

A pesar de las innegables bondades 
que se derivan del funcionamiento del 
programa de tratamiento familiar, la 
propia dinámica de gestión establecida 
en su normativa reguladora hace que 
los convenios entre Junta de Andalucía 
y Corporaciones Locales tengan 
una vigencia anual, obligando a la 
suscripción de nuevos convenios año 
a año.
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En esta tesitura, la necesidad de suscripción anual de tales convenios hace que 
el personal que haya de contratar la Corporación Local para la prestación de 
dichos servicios haya de tener, necesariamente, horizonte temporal, ya que la 
vigencia del programa depende de la decisión que respecto de su continuidad, 
modificación, ampliación o reducción pudiera adoptar la Junta de Andalucía. 
A lo expuesto se une la obligatoriedad de acudir a la bolsa de contrataciones 
temporales conforme a la reglamentación de la propia Corporación Local, de 
acuerdo a los criterios establecidos en la negociación colectiva, y respetando los 
principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad en la selección del 
personal al servicio de las Administraciones Públicas.

Y esta situación de provisionalidad 
del personal, así como la 
incertidumbre sobre la propia 
existencia y continuidad de los 
equipos de tratamiento familiar 
contrasta con el hecho de que 
desde 2005 vengan funcionando 
con habitualidad, esto es, se 
trata de un programa que viene 
funcionando con éxito con más de 
10 años de vigencia, plenamente 

asentado en el entramado de prestaciones del Sistema Público de Servicios 
Sociales de Andalucía.

Los beneficios que se derivan del funcionamiento de dichos equipos de 
tratamiento familiar son innegables. Es más, nos permitimos afirmar que en 
estos momentos ocupan una posición clave en el entramado de intervenciones 
sociales preventivas con familias en situación de riesgo o precariedad social, 
evitando en algunos casos el recurso extremo a medidas de separación de los 
menores de sus familias y en otros posibilitando la reversión de dichas medidas, 
tras dotar a las familias de instrumentos y habilidades con que superar los 
déficits detectados y que a la postre repercutían en la atención a los menores 
a su cargo.

Por todo lo expuesto, tras constatar la solución de los problemas que ralentizaron 
la renovación del convenio que motivó nuestra intervención en la queja, y 
valorando que las actuaciones realizadas tanto para la suscripción del convenio, 
reanudación del funcionamiento de los equipos, y contratación del personal, se 
ajustó a la normativa en vigor, dimos por concluida nuestra intervención en el 

Los equipos de tratamiento familiar 
ocupan una posición clave en el 
entramado de intervenciones sociales 
preventivas con familias en situación 
de riesgo o precariedad social, evitando 
en algunos casos el recurso extremo a 
medidas de separación de los menores 
de sus familias y en otros posibilitando 
la reversión de dichas medidas.
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expediente ya que, en definitiva, la causa que motivó la queja quedó solventada 
queja 14/5453. 

Pero, conscientes de la importancia de la labor que desempeñan estos 
dispositivos, emprendimos, de oficio, una nueva actuación ante la Consejería 
de Igualdad y Bienestar Social para someter a su consideración la posibilidad 
de dotar de mayor estabilidad a los equipos de tratamiento familiar mediante 
una modificación de su reglamentación que permitiera una suscripción de 
convenios de mayor duración y que evitase que cada año se hubieran de realizar 
reiterativos e innecesarios trámites para su renovación queja 15/5607.

Encontrándose en trámite esta actuación hemos tenido conocimiento de la 
aprobación del Decreto 494/2015, de 1 de diciembre, por el que se regula y 
gestiona el Programa de Tratamiento a Familias con Menores en situación de 
riesgo o desprotección, en el cual se mantiene la vigencia anual de los convenios 
de colaboración, con similares trámites burocráticos previos a sus suscripción, 
con lo cual, nos obliga a permanecer en alerta en las sucesivas convocatorias a 
fin de evitar inconvenientes burocráticos que pudieran dificultar la renovación 
de los convenios y la continuidad del servicio, sin incidencias negativas para la 
ciudadanía. 

Además de esta cuestión, a lo largo del ejercicio 2015 hemos atendido quejas 
alusivas a la intervención de los servicios sociales comunitarios cuando se 
hubiera detectado alguna situación de riesgo que afectara a menores de edad, 
las cuales han versado sobre diferentes cuestiones que agrupamos en los 
siguientes apartados:

a) Prevención y atención de situaciones de absentismo escolar.

El artículo 5.1 de la Orden de la Consejería de Educación de 19 de septiembre de 
2005, por la que se desarrollan determinados aspectos del Plan Integral para la 
Prevención, Seguimiento y Control del Absentismo Escolar, define el absentismo 
escolar como la falta de asistencia regular y continuada del alumnado en edad de 
escolaridad obligatoria a los centros docentes donde se encuentre escolarizado, 
sin motivo que lo justifique.

Conforme a dicha reglamentación, cuando un alumno o alumna falta a clase por 
encima de los límites establecidos y sin causa justificada se pone en marcha una 
concatenación de actuaciones que comienzan en los tutores o tutoras de cada 
grupo, quienes han de llevar registro diario de la asistencia a clase con el fin 

http://www.defensordelmenordeandalucia.es/actuamos-de-oficio-ante-la-continuidad-de-los-equipos-de-tratamiento-familiar-en-sevilla
http://www.defensordelmenordeandalucia.es/es-necesario-dotar-de-mas-estabilidad-a-los-equipos-de-tratamiento-familiar
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de detectar posibles casos de absentismo escolar y, cuando éste se produzca, 
habrán de mantener una entrevista con los padres, madres o representantes 
legales del alumnado a fin de abordar el problema, indagar las posibles causas 
e intentar obtener un compromiso de asistencia regular al centro.

Prevé la reglamentación que en aquellos casos en los que la familia no acuda a 
la entrevista, no justifique suficientemente las ausencias del alumno o alumna, 
no se comprometa a resolver el problema o incumpla los compromisos que, en 
su caso, haya asumido, el tutor o tutora lo comunicará a la jefatura de estudios 
o dirección del centro quien hará llegar por escrito a los representantes 
legales del alumnado las posibles responsabilidades en que pudieran estar 
incurriendo. Igualmente, lo pondrán en conocimiento de los servicios sociales 
comunitarios o, en todo caso, de los equipos técnicos de absentismo escolar, 
quienes determinarán las intervenciones sociales y familiares correspondientes 
para erradicar éste u otros posibles indicadores de riesgo.

Si las intervenciones descritas no dieran resultado, se derivarán los casos a 
la comisión y/o subcomisión municipal de absentismo escolar, para que en 
el desarrollo de sus funciones adopte las medidas oportunas. Y en última 
instancia, en supuestos especialmente graves, el asunto podría incluso ser 
objeto de intervención por parte de la Fiscalía, al objeto de depurar las posibles 
responsabilidades penales en que se hubieran podido incurrir.

Quedan ejemplificadas algunas de las dificultades con que se encuentran los 
servicios sociales para la solución de la problemática asociada al absentismo 
escolar en la queja del director de un colegio público de la provincia de Sevilla 
que denunciaba la conducta absentista de una de las alumnas favorecida por 
la situación de riesgo en que se encuentra en su contexto familiar. Solicitaba 
nuestra intervención ante el escaso efecto de las actuaciones realizadas por los 
servicios sociales del municipio.

En el curso de tramitación de dicho expediente pudimos conocer que se trataba 
de una conducta de absentismo escolar continuada en el tiempo, sin que la 
intervención de los servicios sociales municipales hubiera permitido reconducir 
la situación. Para intentar solventarla, por parte de la Fiscalía Provincial se 
llegó incluso a presentar una denuncia contra los padres de la menor por 
el absentismo escolar. De igual modo la Fiscalía solicitó la continuidad de la 
intervención de los servicios sociales municipales respecto de la hermana de 
dicha menor.
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Así las cosas, tras valorar que se habían agotado todas las posibilidades legales 
de intervención para paliar la conducta de absentismo escolar de ambas 
hermanas, dándose el caso de que la mayor de ellas ya habría cumplido los 
16 años, superando por tanto la edad de escolarización obligatoria, dimos por 
concluida nuestra intervención en lo referente a la conducta absentista. No 
obstante, haciéndonos eco de los datos de que disponíamos en el expediente 
sobre la situación socio-familiar de ambas menores, los cuales pudieran motivar 
una intervención del Ente Público de Protección de Menores, decidimos incoar, 
de oficio, un nuevo expediente -actualmente en tramitación- recabando a 
tales efectos la colaboración de la correspondiente Delegación Territorial de la 
Consejería de Igualdad, Salud y Políticas Sociales (queja 14/2928).

Bien entrado el año 2015 dimos por concluida una actuación iniciada a instancia 
del Chargée de Mission de Défense des Enfants (Défenseur des Droits de France) 
en el que solicitaba información de esta Institución sobre las actuaciones que se 
hubieran realizado en España relativas a la situación de riesgo de unos hermanos, 
todos menores de edad, de nacionalidad francesa aunque residentes en la 
provincia de Málaga, como consecuencia del negligente cuidado que estarían 
recibiendo de sus progenitores por no proceder a su escolarización obligatoria.

En la tramitación de esta queja hubimos de solicitar la colaboración de los servicios 
sociales de Fuengirola y posteriormente de Mijas, todo ello como consecuencia 
de los cambios de domicilio del padre que materializaba una vez se encontraba 
en curso la intervención de los servicios sociales de la correspondiente 
localidad. En el último domicilio en que fue localizado el padre manifestó su 
intención de trasladar su residencia a Inglaterra, requiriendo previamente para 
ello solucionar el conflicto judicial que mantenía con la madre y así obtener los 
pertinentes permisos. Ante la imposibilidad de que los menores asistieran a un 
colegio de lengua inglesa el padre manifestó su opción por la escolarización 
en su domicilio, modalidad a la cual tampoco se podía acoger en función de 
sus circunstancias personales y familiares. En consecuencia los funcionarios 
municipales desplazados a su domicilio le indicaron la obligatoriedad de que 
los menores estuvieran escolarizados ante lo cual el padre se comprometió a 
remitir una carta al colegio privado en el que estaban escolarizados para que 
los readmitieran.

Con posterioridad a esta visita al domicilio familiar los servicios sociales municipales 
contactaron con el colegio privado para avisar que el padre tenía intención de 
volver a escolarizar a sus hijos y que volverían a contactar con el centro para 
corroborar dicha circunstancia. Pasado un tiempo prudencial desde entonces los 
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servicios sociales volvieron a contactar con el centro escolar y comprobaron que 
el padre había incumplido su compromiso y no había formulado ninguna solicitud 
de escolarización. Los intentos de contacto con el padre tanto telefónicos como 
en el domicilio resultaron infructuosos, sin que los vecinos supiesen dar tampoco 
razón de su posible paradero. En esta tesitura nos informaron de que en el caso 
de que no fuera posible localizar al padre y los menores no estuvieran localizados 
pondrían los hechos en conocimiento de la Fiscalía.

Así las cosas, una vez finalizado el curso escolar y para evitar la repetición de 
hechos similares en el curso siguiente, remitimos un nuevo oficio al Ayuntamiento 
de Mijas con el ruego de que nos informasen de los datos de que dispusiera la 
Corporación Local sobre el paradero del padre con sus hijos, menores de edad, 
así como respecto de las actuaciones realizadas ante la Policía o Fiscalía para 
garantizar el derecho a su escolarización obligatoria.

Dicho Ayuntamiento nos respondió que tras localizar al padre realizaron una 
visita a su nuevo domicilio y que éste se negó a colaborar en la escolarización 
de sus hijos. También recabaron información de los vecinos, quienes indicaron 
que el padre prohibía a sus hijos ningún contacto con los vecinos, viviendo 
aislados en compañía del padre. Estos hechos fueron puestos en conocimiento 
del Servicio de Protección de Menores de Málaga que a continuación inició un 
procedimiento para la declaración de desamparo de los menores, habiendo 
remitido un oficio al Consulado de Francia para la localización de la madre de 
los menores, así como otros posibles familiares (queja 13/3915).

b) Precariedad económica de la familia que incide en los menores a su cargo.

La precariedad de medios económicos con que hacer frente a las necesidades 
de la familia condiciona el devenir cotidiano de muchos niños y niñas. En nues-
tro actual contexto social y económico se dan situaciones de mala alimentación, 
de dificultades para afrontar algunos gastos asociados a la educación, lo cual 
provoca un mayor indice en el abandono de los estudios y una situación de des-
ventaja para acceder a estudios medios o superiores. Tal como expusimos ya en 
este capítulo del informe, la precariedad económica también condiciona el esta-

do del hogar familiar, por no 
disponer de vivienda ade-
cuada, o de espacios dentro 
de ella aptos para el estudio 
o la intimidad, y en que la 
que el frío o las humedades 

La precariedad de medios económicos con 
que hacer frente a las necesidades de la 
familia condiciona el devenir cotidiano de 
muchos niños y niñas.
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pueden deteriorar el estado de salud. A lo expuesto se une la dificultad para 
acceder a tratamientos o prestaciones no contempladas en la sanidad pública.

La carencia de medios económicos provoca, por tanto, mayor riesgo de 
desprotección y, a su vez, hace más complicadas las relaciones sociales del niño 
o la niña con sus iguales, al condicionar su acceso a elementos de consumo 
habituales, con el sentimiento de frustración e inferioridad que ello conlleva.

Conscientes de esta situación 
quisimos comprobar la evolución 
en la práctica del Decreto Ley 
7/2013, de 30 de abril, de medidas 
extraordinarias y urgentes para 
la lucha contra la exclusión social, 
posteriormente desarrollado y 
actualizado por el Decreto-Ley 
8/2014, de 10 de junio. Se trata de 
una normativa que contempla, por 
un lado, el Programa de Ayuda a la 
Contratación para garantizar una 

especial protección de las personas menores de edad frente a las situaciones 
de pobreza que afectan a sus familias; y por otro, el Plan Extraordinario de 
Solidaridad y Garantía Alimentaria de Andalucía, que tiene entre sus líneas de 
actuación asegurar la garantía alimentaria a colectivos especialmente vulnerables 
y personas con escasos recursos económicos, incluyendo el refuerzo de la 
alimentación infantil en los centros docentes de Andalucía.

Hemos de recordar que ya en el ejercicio 2014 solicitamos información de la 
entonces Consejería de Igualdad, Salud y Políticas Sociales sobre diversos 
incidentes en la aplicación y gestión del Plan de Garantía Alimentaria, publicitados 
en medios de comunicación, y en respuesta nos fue remitido un informe que 
detallaba las líneas de actuación del dicho Plan, dirigido a colectivos especialmente 
vulnerables y personas con escasos recursos económicos. En relación directa con 
las personas menores de edad, esta línea de actuación contempla el refuerzo de 
la alimentación infantil en los centros docentes públicos de Andalucía y, también, 
subvenciona actuaciones que desarrollen entidades privadas sin ánimo de lucro 
para la preparación y reparto de alimentos, junto con acciones complementarias 
socio-educativas, a personas menores de edad, preferentemente en zonas con 
necesidades de transformación social, durante el período de vacaciones fuera 
del calendario escolar.

La carencia de medios económicos 
provoca mayor riesgo de desprotección 
y, a su vez, hace más complicadas 
las relaciones sociales del niño o la 
niña con sus iguales, al condicionar 
su acceso a elementos de consumo 
habituales, con el sentimiento de 
frustración e inferioridad que ello 
conlleva.
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Precisaba el informe que la Consejería no tenía constancia de problemas en el 
desarrollo de la mencionada actuación de refuerzo de alimentación en centros 
docentes. El programa se ejecutaba con cargo al programa presupuestario 32E, 
denominado “Inclusión Social”, que incluía los protocolos para determinar las 
personas a las que se habría de garantizar la prestación, ello sin perjuicio de que 
la ejecución y gestión de la acción de refuerzo alimentario se realice por parte de 
la Consejería de Educación.

Por otro lado, y en cuanto a las denominadas escuelas de verano que atienden, 
en materia de alimentación y de actividades socio-educativas, a los menores en el 
período vacacional, durante el verano de 2014 se invirtió millón y medio de euros 
en subvenciones a entidades gestoras en las 8 provincias de Andalucía, gracias 
a las cuales se realizaron 59 actuaciones que beneficiaron a 4.121 menores, sin 
incidencias reseñables en su ejecución.

A pesar de la bondad de estos datos referidos a 2014, en el ejercicio siguiente 
hubimos de hacernos eco de nuevas referencias de prensa en las que se alertaba 
del riesgo de paralización de las actuaciones derivadas de dicho Programa 
de Garantía Alimentaria por la no publicación de la Orden de Consejería que 
vendría a regular su funcionamiento para el año 2015, dificultando el normal 
funcionamiento de los comedores escolares durante el período de vacaciones 
de verano.

A tales efectos, el pasado mes de junio remitimos un nuevo oficio a la mencionada 
Consejería en el que nos interesamos por esta cuestión, respondiéndonos que 
la convocatoria de subvenciones en régimen de concurrencia competitiva se 
realizó mediante Orden de la Consejería de Igualdad, Salud y Políticas Sociales 
de 12 de marzo de 2015, y en 6 provincias ya se emitieron las resoluciones 
definitivas de las ayudas, culminando su trámite hasta la ordenación del pago. Sin 
embargo, en la provincia de Cádiz los 6 proyectos con propuesta de subvención 
se encontraban pendientes de superar la fase de fiscalización, y en la provincia 
de Sevilla 2 de los 12 expedientes con propuesta de subvención se encontraban 
también pendientes de superar la fase de fiscalización.

A la vista de esta información, al haberse desarrollado durante el período de 
verano los programas de garantía alimentaria en los 62 proyectos seleccionados, 
de los cuales se encontrarían aún pendientes de trámites fiscalizadores antes 
señalados, estimamos que los problemas a los que se aludían en las crónicas 
periodísticas habían quedado solventados o se encontraban en vías de solución, 
por lo cual dimos por concluidas nuestras actuaciones queja 15/0256. 

http://www.defensordelmenordeandalucia.es/nos-informan-de-como-se-ha-desarrollado-el-plan-de-ayuda-alimentaria-a-menores-en-periodo-no-escolar
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Por otro lado, muchas de las quejas que recibimos se alude a la escasez de 
medios económicos y cómo esta situación está repercutiendo en los hijos. Así en 
la queja 15/352 se censuran las escasas ayudas recibidas de los servicios sociales 
comunitarios. De igual modo se pronuncia la titular de la queja 14/5434 relatando 
como tras separarse de su ex marido su situación económica fue muy precaria 
al tener que hacer frente con una escasa pensión de invalidez de 360 euros a 
todos los gastos que requiere el cuidado de sus hijos. Nos decía que el padre 
nunca se había hecho cargo de su manutención y que las ayudas que recibía de 
los servicios sociales eran muy escasas. En la tramitación de esta queja pudimos 
conocer la versión que del caso tenían los servicios sociales comunitarios, 
señalando que a la interesada se la había atendido, informando, asesorando y/o 
cumplimentando documentación a fin de posibilitarle el acceso a los recursos 
sociales existentes que, por sus características pudieran corresponderle: 
pensión no contributiva, salario social, calificación de discapacidad. También 
nos decían que de forma reiterada se le había orientado para que participase 
en asociaciones y actividades de ocio y tiempo libre organizadas en el pueblo, 
pero siempre rechazando los ofrecimientos.

En el relato de muchas de las quejas que recibimos percibimos cómo la mujer 
alcanza menores posibilidades de desarrollo personal, profesional y social 
conforme se encuentre en estratos sociales de más baja capacidad económica, 
en los que viene obligada a asumir inexcusablemente las tareas cotidianas 
del hogar que, en su caso, ha de hacer compatible con trabajos escasamente 
remunerados, socialmente desvalorados y de baja o nula cualificación 
profesional. Así en la queja 15/2608 se dirigía a nosotros la madre de 4 menores 
solicitando ayuda para conseguir trabajo y vivienda, y con ello poder recuperar 
la guarda y custodia de sus hijos, en esos momentos bajo la tutela de la Junta de 
Andalucía y acogidos por un familiar. La interesada nos decía que los trabajos 
a los que podía acceder no le aportaban suficientes ingresos para hacer frente 
a sus cargas familiares, a lo cual se unía la carencia de ayuda por parte de su 
familia. Señalaba que en esos momentos sus escasos ingresos procedían de una 
prestación social (Renta Activa de Inserción) y que en esa situación difícilmente 
podría hacer frente a las cargas inherentes al cuidado de sus hijos.

A pesar de lamentar esta situación, hubimos de manifestarle que no 
apreciábamos que la actuación del Ente Público de Protección de Menores 
hubiera sido irregular, al realizarse ésta conforme a las previsiones del Decreto 
42/2002, de 12 de febrero, sobre el Régimen de Desamparo, Tutela y Guarda, 
siendo así que entre los motivos expuestos en la resolución declarativa del 
desamparo se citaban diversos indicadores que justifican dicha actuación, 
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estando ésta inspirada en el supremo interés de los menores y con la intención 
de garantizar sus derechos y bienestar.

Un caso particular planteó una menor emancipada que nos ponía al corriente de 
los problemas que le afectaban, derivados de la relación con su madre adoptiva 
(fue adoptada cuando tenía 4 años de edad). Relataba la difícil relación entre 
ambas así como su paso por diferentes centros de menores, indicándonos, 
además, que dada su edad, y su condición de emancipada, carecía de recursos 
económicos para poder subsistir de forma autónoma. Añadía en su escrito que 
existía un procedimiento judicial abierto por una denuncia de su madre contra 
ella del que desconocía su tramitación y resultado. 

En el trámite de esta queja pudimos conocer una posible solución de su 
problema toda vez que desde el Servicio de Protección de Menores se le 
ofertó la posibilidad de acceder a un piso para personas ex tuteladas por la 
Administración (queja 14/3421).

c) Conflictividad familiar: denuncias entre ex-cónyuges sobre situación de 
riesgo de los hijos que conviven con el otro progenitor.

La infancia de muchos niños se ve 
truncada por familias en las que 
la tensión entre sus miembros, 
cuando no la violencia misma, 
está habitualmente presente en 
sus vidas. Como ejemplo traemos 
a colación la queja en la que la 

interesada nos decía que la Junta de Andalucía le había retirado provisionalmente 
la custodia de sus 4 hijas. Nos decía que no podía visitar a las 2 mayores porque 
convivían con el padre, que tenía antecedentes penales y con el que pudieran 
correr riesgo. La interesada nos aportaba la copia de un informe de alta de 
urgencias referido a una de sus hijas en cuya anamnesis la pediatra refería que 
la menor (que por entonces contaba 8 años) relataba posibles episodios de 
malos tratos por el padre y que la madre también habría sido víctima de malos 
tratos, teniendo una orden de alejamiento en vigor.

Recibimos un informe del Ente Público de Protección de Menores que señalaba 
que por orden de la Fiscalía, 2 de sus hijas fueron entregadas al padre. Las menores 
eran objeto de seguimiento por parte de los servicios sociales de zona, sin que 
de la información obtenida se desprendiera la necesidad de intervención por el 

La infancia de muchos niños se ve 
truncada por familias en las que la 
tensión entre sus miembros, cuando no 
la violencia misma, está habitualmente 
presente en sus vidas.
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Ente Público de Protección. Respecto de sus otras 2 hijas, la Junta de Andalucía 
declaró su desamparo provisional, iniciando a continuación un expediente para 
ratificar o rectificar esta decisión. En la notificación del desamparo provisional 
de las menores también se informó a la madre del régimen de visitas a las niñas 
en el centro de protección en el que fueron ingresadas.

Los motivos señalados en la resolución para declarar el desamparo de las 
menores tenían entidad suficiente como para dicha decisión, resultando por 
tanto congruentes con las previsiones establecidas en el Decreto 42/2002, 
regulador del régimen de desamparo, tutela y guarda administrativa, por lo que, 
a la vista de dicha información comunicamos a la interesada que no observamos 
irregularidades en la actuación de la Administración (queja 15/765).

De igual modo, se dirigió a la Defensoría la pareja sentimental del padre de una 
menor, de 9 años de edad, disconforme con la resolución judicial que asignaba la 
guarda y custodia de la menor a la madre. Señalaba que esta persona tenía una 
conducta negligente y no se hace cargo de su hija, y que en realidad la custodia 
efectiva de la menor la ejerce una tía, siendo así que en esas circunstancias la 
niña no estaba convenientemente atendida (queja 15/2279). 

O también la denuncia de la abuela por línea paterna de unos menores por 
el escaso efecto de las denuncias que venía efectuando sobre la situación de 
riesgo de sus nietos. Nos decía que la madre tenía una nueva pareja, que dicha 
relación era conflictiva, dándose incluso situaciones de violencia intraconyugal 
en presencia de los menores, a lo cual se unía el trato negligente que recibían sus 
nietos. Tras recibir esta queja solicitamos información de los servicios sociales 
de zona que nos informó del trabajo que se venía realizando con esta familia, 
procurando que su actuación fuese imparcial sin decantarse por las posturas 
enfrentadas entre familia paterna y materna. Los servicios sociales comunitarios 
nos revelaron que los progenitores de los menores se encontraban en esos 
momentos incursos en procedimientos judiciales para dilucidar las respectivas 
posturas respecto de guardia y custodia de los hijos que tienen en común, sin 
posibilidad de alcanzar ningún acuerdo amistoso (queja 15/3568).

d) Enfermedad mental y cuidado de menores.

Las personas afectadas por alguna disminución psíquica o enfermas mentales 
encuentran enormes dificultades tanto para seguir el tratamiento prescrito 
como para realizar tareas de rehabilitación e integración social, especialmente si 
sus recursos económicos son limitados. En esta situación los medios puestos a 



134

su alcance por la Administración a veces son insuficientes, y en muchos casos se 
requiere de una intervención de mayor intensidad que la prevista inicialmente 
en los protocolos ordinarios de intervención. 

Ejemplo de ello lo encontramos en una intervención que iniciamos tras recibir 
un oficio procedente de un instituto de Enseñanza Secundaria en el que se nos 
daba cuenta de la posible situación de desprotección de un alumno, adjuntando 
a tales efectos las indicaciones realizadas por el departamento de orientación del 
centro. En dicho informe se relataba que la madre del menor padecía una en-

fermedad mental de la que se en-
contraba descompensada. Al pare-
cer había protagonizado diversos 
episodios de autolisis y estaba en 
lista de espera para acceder a un 
recurso especializado. En estas cir-
cunstancias, y dadas las carencias 
existentes en la familia, el menor 
no estaría recibiendo una atención 
adecuada, corriendo riesgo la inte-
gridad de sus derechos y bienestar.

Relataba el menor que en verano su madre se lo llevaba a los bares y así estaba 
hasta la madrugada. Con su padre biológico no mantenía ninguna relación, 
viviendo éste en distinta localidad. Refería tener una buena relación con sus 
abuelos maternos a la cual se oponía su madre. Mostraba preocupación a que 
llegase el período de vacaciones por cuanto ya no podría desayunar ya que 
dicho desayuno se lo facilitaba el instituto.

Tras tener conocimiento de la situación en la que se encontraba este menor 
interesamos de la Delegación Territorial de Igualdad, Salud y Políticas Sociales 
de Málaga su intervención y la emisión de un informe sobre las actuaciones 
realizadas en protección de sus derechos e interés superior. En el informe que 
nos fue remitido se señalaba que con la familia estaba trabajando el equipo de 
tratamiento familiar de los servicios sociales de Estepona, acudiendo la madre y 
su actual pareja a las citas señaladas, mostrándose colaboradores y receptivos 
respecto a promover cambios que garanticen el bienestar del menor y sus 
hermanos.

El Servicio de Protección de Menores también nos confirmó que una vez 
reconducida la situación por los servicios sociales, la madre y su actual pareja 

Las personas afectadas por alguna 
disminución psíquica o enfermas 
mentales encuentran enormes 
dificultades para seguir el tratamiento 
prescrito y para realizar tareas de 
rehabilitación e integración social, 
especialmente si sus recursos 
económicos son limitados.
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también acudían con regularidad a las citas programadas desde el servicio de 
salud mental, tomando también el menor la medicación que tenía prescrita. 
La madre se encontraba en estos momentos estabilizada y no se consideraba 
necesaria su hospitalización, ya que está respondiendo de manera positiva al 
tratamiento farmacológico y atención psiquiátrica ambulatoria (queja 15/980).

Una cuestión diferente aunque conexa suscitó una ciudadana temerosa de la 
resolución que pudiera emitir el Juzgado Familia en relación con el régimen de 
relaciones familiares de sus hijos con el padre. Su temor residía en que dicha 
resolución pudiera establecer un régimen de relaciones que implicase pernoctas 
en el domicilio de éste. Nos decía que el padre padece una extraña enfermedad 
neurológica similar al sonambulismo que le hace desarrollar conductas violentas 
durante la noche, sin que fuese consciente de ello.

Refería que la relación con el padre es buena, y que la relación de éste con 
sus hijos durante el día era positiva y beneficiosa para ambos, pero aún así 
solicitaba nuestra intervención para evitar que el Juzgado pudiera emitir una 
resolución proclive a facilitar pernoctas en el domicilio paterno. A este respecto, 
indicamos a la interesada que una vez notificase al Juzgado dicha incidencia 
por parte del órgano judicial se tendrían en cuenta sus alegaciones, emitiendo 
la resolución correspondiente en atención prioritaria al interés superior de sus 
hijos, menores de edad (queja 15/2123).

3.1.2.6. Menores con necesidades especiales

Un año más debemos referirnos 
en este Informe al fenómeno de 
la inmigración ilegal de menores. 
Se trata de menores de edad que 
llegan a Andalucía por diferentes 
medios, poniendo en riesgo su 
vida, y sin personas adultas que 
puedan hacerse cargo de su cui-
dado. Su situación es de eviden-
te desamparo y por dicho motivo 

se requiere la intervención inmediata de la Administración que, por encima de 
cualquier consideración relativa a su estancia irregular en nuestro país, ha de 
tener presente su situación de desamparo y prestarles la atención inmediata 
que requieren.

Año tras año llegan a Andalucía por 
diferentes medios menores de edad, 
poniendo en riesgo su vida, y sin 
personas adultas que puedan hacerse 
cargo de su cuidado. Su situación es de 
evidente desamparo y por dicho motivo 
se requiere la intervención inmediata de 
la Administración.




